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Nº 9
Sesión EXTRAOrdinaria de Corte Plena celebrada a las nueve horas y treinta minutos del día treinta y uno de enero de mil novecientos cincuenta y uno, con asistencia inicial de los señores Magistrados Guardia (Presidente); Elizondo, Quirós, Ruiz, Ramírez, Iglesias, Ávila, Sánchez, Monge, Fernández Hernández, Castillo, Trejos, Acosta, Fernández Porras y Gólcher.

Artículo I
La señora BLANCA NIEVES FERNÁNDEZ ROMERO de CALDERÓN establece recurso de Amparo contra la decisión tomada por la Municipalidad del Cantón Central de la Provincia de Puntarenas, en sesión del 22 de noviembre del año pasado, en que se le ordenó desalojar un kiosco de su propiedad, ubicado en el paseo “Uladislao Guevara”, y denominado “Casino de la Playa”. Refiere la recurrente que ella obtuvo el referido inmueble, mediante compra que hizo a su esposo Guillermo Calderón Cuadra, por la suma de veintiséis mil colones; que el lugar en que está instalado el expresado negocio fue otrora asiento de unos cañones que el Estado tenía allí emplazados, y que ordenados quitar por el mismo Gobierno, quedó el terreno libre y desocupado varios años; que desconoce la forma en que lo obtuvo su primitivo ocupante, pero es lo cierto que allí se construyó la edificación actual sin que a la Municipalidad se le hubiera pedido permiso para la ocupación de la respectiva parcela; que a mediados del año pasado, la Corporación Municipal le impuso al señor Calderón Cuadra una cuota de alquiler, que se le ordenó cobrar judicialmente; que entiende que quienes hicieron la construcción solicitaron al Ayuntamiento la correspondiente licencia para construir, porque así lo exige el Reglamento respectivo, más no porque fuera municipal el terreno que sirvió de asiento a tal edificación; que su esposo, antes de hacerle la venta antes mencionada, solicitó permiso para cambiar unas hojas de zinc del local del negocio, y no sólo le fue denegado ese permiso, sino que también en ese mismo acuerdo se le ordenó el desalojamiento de que se queja, para lo cual se le concedió el término de quince días; que su cónyuge interpuso los recursos legales contra lo dispuesto por la Corporación, pero tal medida fue aprobada por el Ministerio de Gobernación en resolución número 206 de las catorce horas del veinte de diciembre del año pasado, publicada en La Gaceta el siete de este mes; que el acuerdo municipal en referencia es violatorio de sus derechos de propietaria del edificio que se le ordena desalojar, y trasgrede las garantías consignadas en los artículos 41 y 45 de la Constitución Política, en forma tanto más grave cuanto que la Municipalidad no tiene título de ninguna clase que la acredite como dueña ni siquiera de derecho alguno sobre la parcela en que está esa construcción; y, finalmente, que con arreglo a lo dispuesto en la resolución de 3 de julio de 1878, en relación con la orden gubernativa número 307 de 3 de julio de 1948, solicitó a la Municipalidad que le otorgara escritura de ese terreno que ocupa, gestión que le fue denegada por alegarse que esas disposiciones no existen o ya fueron derogadas, y que contra ese acuerdo municipal interpondrá los recursos legales del caso y los procedimientos judiciales que quepan para demostrar el error del Ayuntamiento. Concluye su exposición la recurrente solicitando que se le restituya en el pleno goce de sus derechos que estima violados, dejándose sin efecto la orden dictada por la mencionada Corporación.
Por resolución de las trece horas y quince minutos del día dieciocho de este mes, el señor Presidente del Tribunal solicitó los informes de ley a los señores Ministro de Gobernación y Presidente de la Municipalidad del Cantón Central de Puntarenas.

El señor Ministro de Gobernación rindió su respectivo informe en los términos siguientes: “En forma alguna ha demostrado la recurrente su calidad de propietaria del terreno en que se halla colocado el negocio conocido con el nombre de ‘Casino de la Playa’, respecto del cual y de otros de su género la Municipalidad de Puntarenas ha concedido un derecho de posesión revocable por ella en cualquier momento y por cualquier motivo, según las condiciones determinadas en el acuerdo de esa entidad de 10 de agosto de 1936, y cuya existencia y validez no ha sido objetada por la señora Fernández o por su marido señor Calderón Cuadra. Expresa dicha señora en el respectivo memorial que está pendiente de un recurso que va a interponer el juicio sobre legitimidad del acuerdo del Ayuntamiento por el que se le deniega su solicitud para que se le otorgue escritura de propiedad sobre el terreno que ocupa, circunstancia que por sí sola da lugar al rechazo del recurso conforme al inciso d) del artículo 3° de la Ley de la materia. El Municipio no ha discutido ni discute la condición de dueño de la recurrente o de su esposo en lo que concierne a los materiales empleados en la construcción del Casino, los que permite que se los lleven no obstante que el acuerdo citado de 1936 le dispensa la facultad de incautarse de ellos. Según la cita que hace la señora Fernández del artículo 486 del Código Civil y de la Ley de 10 de enero de 1939, el dominio del terreno en cuestión pertenece al Estado, que sería entonces la parte agraviada con el hecho del Ayuntamiento de haber dado en arrendamiento los terrenos ubicados en el paseo Guevara, de ningún modo la recurrente, quien así no puede reclamar por violación del artículo 45 de la Constitución Política”…
El señor Presidente de la Corporación Municipal de Puntarenas contestó el informe que al efecto le fue solicitado, y del memorial respectivo se toman, sucintamente, los siguientes conceptos: “Es un hecho que la Corporación que represento, atiende con elevado costo el Paseo Uladislao Guevara, conocido también como Paseo Cortés, desde hace muchos años; y que cuida de su belleza con especialidad, por cuanto es el único lugar de recreo que tienen los turistas que visitan la ciudad, en el que pueden estar recibiendo de manera directa el aire marino, lo mismo que apreciando el paisaje. De tal manera, que encontrándose el señor Guillermo Calderón Cuadra, colocado en la playa y a la orilla del Paseo mencionado, es ilógico que la Municipalidad se encargue de velar por el embellecimiento general para que un particular, con exclusión de todos los demás ciudadanos, se esté beneficiando únicamente. El señor Guillermo Calderón Cuadra, ha sido siempre un problema con dicho kiosco-habitación, para esta Municipalidad, como para la anterior, pues sus ambiciones han llegado hasta pretender obtener del propio Municipio, Título inscribible, tal y como se podrá ver en certificaciones que acompaño, lo que deja en descubierto su argumentación, porque si no considerara a la Municipalidad de Puntarenas como dueña de esos territorios, no habría necesidad de solicitar tal título, pues se podrían seguir otros procedimientos. Además, las leyes invocadas no tienen existencia actualmente, por cuanto la de 8 de julio de 1878 fue derogada, y la Orden Gubernativa N° 307 de 3 de julio de 1948 nunca ha existido, o cuando menos yo no la conozco, y debo advertir que por mis años debería conocerla si existiera. El acuerdo municipal del cual apeló es claro en su contenido, porque se tomó como base para proceder de esa manera, el contrato o reglamentación al cual están sometidos todos los kioscos que operan en la playa, cuyos arrendatarios jamás han pretendido llega a obtener Títulos; y menos transformar el kiosco dado por la Municipalidad de Puntarenas en arriendo, bajo las condiciones expresadas y exclusivamente para la venta de todo cuanto abarca el ramo de Refresquería, pagando el canon de arrendamiento correspondiente, en casa de habitación que es lo que se ha hecho, pues en efecto en ella habita la familia Calderón Fernández, con grave perjuicio para la salud pública, como la propia salud de ellos mismos y en abierta oposición a todos los principios que pudieran regir las construcciones de los países civilizados; por lo tanto en contra de la Ley de Construcciones y del Código Sanitario vigente. No cabe el Amparo como recurso, pues el Catastro Municipal de 1935 el cual se halla debidamente inscrito, tiene destinado el sitio que ocupa dicho kiosco para calle, existiendo a la vera el trazo correspondiente a un parque, que tiene como propósito embellecer el Paseo, como también dejar espacio para las actividades infantiles que constituyen un problema en el país, porque las ciudades se van agrandando y los campos para diversiones infantiles, muy por el contrario, van siendo menos cada vez. Por ejemplo, actualmente en la ciudad de Puntarenas, no existe otro campo que no sea la Plaza Amador, que resulta pequeña, pues Puntarenas es la segunda ciudad en población de la República; de manera que, si se sentara el precedente permitiéndole a Calderón Cuadra o a su esposa transformar el kiosco destinado para vender refrescos en habitación, dentro de muy poco tiempo la Playa pasaría a ser propiedad particular, con enorme perjuicio para el turismo de la Meseta Central que viene a disfrutar de las libres Playas de Puntarenas, sin tener que pedirle permiso a persona alguna. Pareciera pretender doña Blanca Nieves Fernández Romero, que por ser la esposa de Guillermo Calderón Cuadra lleva también esos dos últimos apellidos, que habiéndole comprado a su esposo el kiosco y el negocio relacionados, lo que hizo después de que el Ministerio de Gobernación confirmó el acuerdo municipal apelado, va a librarse de esa manera de cumplir el desalojamiento llevándose las mejoras, que le fue ordenado a su esposo. Para demostrar hasta la saciedad que el procedimiento de la señora Blanca Nieves Fernández Romero, sin lugar a dudas de Calderón Cuadra, es peligroso, os pido que solicitéis del Notario don Mariano Echeverría Morales la escritura del 11 de julio de 1947, en que son partes Ricardo Dovale Peña, Adelia Chaves Hernández y Guillermo Calderón Cuadra, escritura que se refiere a la venta, precisamente, del kiosco que ha motivado el amparo. En dicha escritura especifican de manera clara los vendedores qué es lo que venden y hacen clara salvedad de que no venden el terreno por ser de propiedad municipal. Si dicho Notario no la tuviese a mano, os solicito os dirijáis al Archivo Nacional para los mismos efectos. No es posible que quepa el criterio corriente, de que la costa que circunda Puntarenas se debe regir con las disposiciones de la milla marítima, porque de ser así, no habría posibilidad alguna de que se inscribieran, como se ha hecho siempre, las propiedades de esta pequeña y angosta punta de arenas, que de aplicarse ese criterio, podríamos considerarla en su totalidad ubicada dentro de la milla marítima. La Municipalidad de Puntarenas ejerce control absoluto sobre todos aquellos territorios que circundan la ciudad, pues tiene sobre ellos el dominio y la posesión, siendo esta última casi centenaria; y todos ellos se encuentran en el mismo caso de los que pretende arrebatarle el señor Calderón Cuadra y su esposa Fernández Romero, porque a todos les da asistencia por medio de servicios especiales. Es de una ingenuidad increíble, que pretenden Guillermo Calderón Cuadra y su esposa Blanca Nieves Fernández Romero de Calderón Cuadra, ignorar a estas horas el origen de ese tramo, el que con sólo recurrir a los libros que la Secretaría Municipal lleva, con verdadero celo y orden, pudieron haberse enterado hasta la saciedad del origen de su propiedad; y si no lo hicieron así, culpa suya fue, porque el contrato con que fue adquirido, aunque no mencione las cláusulas que regulan los kioscos, necesariamente las contiene de manera implícita, pues de lo contrario sería permitir el despojo de la propiedad municipal impunemente, ya que si esta fue quien permitió bajo cláusulas especiales la construcción de kioscos en el Paseo Uladislao Guevara o Paseo Cortés, es imposible pensar que tal situación podría haber cambiado sin el consentimiento de la Municipalidad de Puntarenas, el que nunca fue concedido, sino en la forma indicada primitivamente, reservándose todos los derechos para en cualquier momento poder eliminar tal situación, sin que para ellos le quepan responsabilidades. Bastaría leerse la entidad Política de Puntarenas, que data de 1840, para darse cuenta de sus ejidos; la declaración de villa de 1851 y de ciudad de 17 de setiembre de 1858, como la de 25 de noviembre de 1864, en que se le declara Puerto Principal de la República de Costa Rica en el Pacífico. Lógico es pensar, que cada villa o ciudad tienen sus propios territorios, como sucede con todas las demás ciudades de la República; y que a la villa de Puntarenas, luego ciudad de Puntarenas, le correspondió como territorio ejidal el comprendido entre el Estero y el Golfo de Nicoya, pues de no ser así, no hubiera sido posible la inscripción de tanto Título como se ha hecho, pues esta ciudad tiene en la parte más estrecha como cincuenta metros de ancho entre Estero y Golfo, y en su parte más ancha, escasamente, unos cuatrocientos metros entre los mismos extremos. No es cierto lo que afirma doña Blanca Nieves Fernández Romero (de Calderón Cuadra) cuando dice que mi representada le impuso una cuota de alquiler a su esposo, lo que se ordenó cobrar judicialmente, compulsándosele a pagarla, mediante demanda ejecutiva que se siguió en la Alcaldía Primera de esta ciudad, la cual se halla en vacaciones, motivo por el que no me es posible agregar certificación en el sentido contrario; lo que sucedió fue que el llamado CASINO DE LA PLAYA, que ejerce comercio mediante una patente para REFRESQUERÍA, no la había pagado conforme lo indican las disposiciones legales, y entonces fue necesario proceder a su ejecución, llegando hasta el embargo, para que pudiera pagar, ya que el canon que paga, siempre lo ha pagado, tanto él como sus antecesores”… El señor Presidente Municipal finaliza su exposición solicitando la improcedencia del recurso de amparo, y acompañó una extensa documentación relacionada con este asunto, y actas de varias sesiones celebradas por aquella Corporación. Previa deliberación, se dispuso rechazar de plano el recurso de que se ha hecho mérito, por no ser materia de Amparo.
